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Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los         días del mes de junio de dos mil trece, se reúnen en Acuerdo los Señores Jueces de la Sala I de la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, para conocer en el recurso de apelación interpuesto a fs. 468 por la parte actora contra la sentencia de fs. 453/463 vta. dictada en los autos "Del Vecchio Claudio y otros c/ GCBA y otros s/ cobro de pesos", expediente EXP 10694/0, y habiéndose practicado el sorteo pertinente resulta que debe observarse el siguiente orden: Carlos F. Balbín, Mariana Díaz y Inés M. Weinberg.


El juez Carlos F. Balbín dijo:


I. A fs. 1/12 los Sres. Claudio Alejandro Del Vecchio, Daniel Alfio Sambataro, Julio Alfredo Santi, Analía Hygonenq y Horacio Carlos Macchi promueven demanda contra el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires por la suma de pesos ciento diecinueve mil seiscientos, con más intereses y costas, por los servicios efectivamente prestados a la demandada. 

Señalan que en noviembre de 2000 fueron convocados y contratados por el Director Ejecutivo del Teatro Colón para trabajar en el Proyecto de Reforma Edilicia y Escenotécnica del Teatro. Precisan que realizaron las tareas encomendadas y entregaron el producto de ese trabajo mientras tramitaba la aprobación del Proyecto y de los contratos de locación de servicios respectivos. Sin embargo, manifiestan que no cobraron los honorarios convenidos debido a que en junio de 2001 quedaron cancelados los trabajos.  


Luego, en diciembre de 2002 el nuevo Director del Teatro Colón desestimó los contratos de locación celebrados por su predecesor por no contar con partida presupuestaria y por considerar que hubo exceso en las facultades delegadas para contratar. Por el contrario, los actores consideran que sus designaciones fueron legítimas y que el no pago de las prestaciones implica un “enriquecimiento sin causa” por parte del GCBA. Luego, sostienen que su pretensión tiene como objeto que “se declare judicialmente de legítimo abono el importe que fuera establecido oportunamente como retribución y honorario de nuestras prestaciones de orden contractual, contrato de locación de obra, en el que asumimos el rol de locadores de obra”.


Estiman su reclamo sobre la base del honorario mensual convenido que se indica en cada uno de los contratos de locación suscriptos y el período durante el cual prestaron tareas de acuerdo al siguiente detalle: Claudio Alejandro Del Vecchio: $35200.- ($4400.- mensuales, desde noviembre de 2000 hasta junio de 2001 inclusive). Daniel Alfio Sambataro: $37600.- ($4700.- mensuales, desde noviembre de 2000 hasta junio de 2001 inclusive). Horacio Carlos Macchi: $27000.- ($3000 mensuales, desde noviembre de 2000 hasta julio de 2001 inclusive). Analía Hygonenq: $11400.- ($1900.- mensuales, desde enero de 2001 hasta junio de 2001) Julio Alfredo Santi: $8400 ($1400 mensuales, desde enero de 2001 hasta junio de 2001. Finalmente, ofrecen prueba. 

II. A fs. 212/218 el GCBA contesta demanda solicitando su rechazo con costas. En lo sustancial, sostiene que la contratación de los actores fue irregular. Ello así, toda vez que el Director General Ejecutivo del Teatro Colón actuó en exceso de sus facultades pues el proyecto de reforma encarado, así como el proyecto de contratación de los actores, se desarrolló en el ámbito interno del Teatro Colón, sin la intervención y conformidad de las áreas interesadas. 


Por otra parte, afirma que la nota que se refiere a la remisión de informes y antecedentes vinculados al proyecto, es de carácter unilateral y no prueba en modo alguno la efectiva realización y utilidad de las tareas descriptas y suscriptas por los coactores Del Vecchio y Sambataro. 

Remarca que la Sra. Hygonenq y el Sr. Santi fueron contratados respectivamente como Proyectista (Resolución 1437-SHyF-SC-00) y Dibujante (Resolución 1377-SHyF-SC-00), entre noviembre y diciembre de 2000, habiendo percibido cada uno de ellos el honorario pactado con la Administración (ver fs. 216 punto 2.3.3.). 

A su vez, afirma que no existe ninguna constancia de que haya existido vinculación contractual o proyecto de vinculación contractual entre el Sr. Macchi y el GCBA. 

Explica, además, que “los contratos no han sido suscriptos y en consecuencia ningún compromiso cierto de pago asumió el GCBA con sus reclamantes” y que “La demanda tampoco da cuenta de los trabajos que se habrían realizado, ni mucho menos indica por qué motivo ellos cubrirían o se corresponderían exactamente con el hipotético precio mensual de las frustradas convenciones” (ver fs. 217 punto 2.4.4.). Sintetiza que “los montos expresados responden a la pretensión unilateral, excesiva e infundada de los demandantes, en la medida en que no se vinculan con un acto jurídico determinado ni con un servicio efectivamente prestado u obra realizada” (ver fs. 217 vta.). Finalmente, ofrece prueba, y hace expresa reserva de plantear la cuestión constitucional. 

III. A fs. 453/463 obra la sentencia de la juez de grado que rechaza la demanda con costas. Para así decidir, sostuvo que: 1) la contratación es inválida pues el Director Ejecutivo del Teatro Colón no es competente para celebrar contratos de índole administrativa o locaciones de obra, toda vez que la normativa vigente solo lo autorizaba a suscribir contratos de locación de servicios artísticos o relacionados con actividades culturales; 2) la falta de aprobación o rechazo de los contratos celebrados no acredita la existencia de éstos, pues el silencio de la Administración no vale como manifestación positiva de voluntad; 3) no hay vinculación contractual entre los coactores y el GCBA toda vez que por el período de noviembre y diciembre de 2000 existen proyectos de contratos suscriptos por un funcionario incompetente (que nunca fueron ratificados por el superior competente), y por los meses trabajados durante el curso del año 2001 no hay contratos firmados;  4) el reclamo del pago de honorarios sobre la base del enriquecimiento sin causa no puede prosperar pues la prueba ofrecida por la parte actora no se dirigió a determinar el quantum del menoscabo patrimonial, ni las pautas que permitan medir el grado del empobrecimiento. 

IV.  A fs. 468 apelan los actores y expresan agravios a fs. 474/478.  En su escrito de fundamentación sostuvieron que: a) las constancias de autos acreditan la existencia de un vínculo entre las partes y que no existe ningún documento que demuestre que la accionada desaprobara las designaciones realizadas por el Director Ejecutivo del Teatro Colón, ni que se haya advertido que las competencias ejercidas excedan las facultades otorgadas a dicho funcionario (fs. 475 vta.). En definitiva, manifiestan que la documentación agregada a la demanda y la prueba informativa “constituyen suficiente respaldo que conduciría a estimar que obra en autos principio de prueba por escrito que permite concluir la existencia de un contrato que vinculó a las partes …” (fs. 476 vta.). 

Finalmente, se agravian de la decisión de la jueza de grado al rechazar el pago del rubro “enriquecimiento sin causa” por considerar que éste quedó debidamente configurado “por cuanto las prestaciones encomendadas a los suscriptos fueron cumplidas y el material fruto de nuestro trabajo se encuentra en poder del Teatro Colón,…” y, además, el empobrecimiento surge de la falta de percepción de los honorarios profesionales por un tiempo prolongado y el carácter alimentario que ellos revisten (fs. 477).

A fs. 534/536 dictamina la Fiscal de Cámara.


A fs. 537 se elevan los autos al acuerdo de Sala.


V. Cabe destacar que a fin de resolver las cuestiones sometidas a la consideración de la Alzada no es preciso que el Tribunal considere todos y cada uno de los planteos y argumentos esgrimidos por las partes, bastando que lo haga respecto de aquellos que resulten esenciales y decisivos para sustentar debidamente el fallo. Es decir, y tal como lo ha establecido el más alto Tribunal federal, los jueces no están obligados a tratar todos y cada uno de los argumentos de las partes, sino sólo aquellos que estimen pertinentes para la solución del caso (CSJN, Fallos 278:271).


VI. Primer agravio: Existencia de vínculo contractual. 
Es necesario destacar, en primer lugar, que este tribunal ha sostenido en reiteradas oportunidades que, para que exista crítica en el sentido exigido por las normas procesales de aplicación -artículo 236 del CCAyT-, se requiere inevitablemente que medie una observación clara y explícita, con entidad tal que importe una refutación de los fundamentos contenidos en el acto jurisdiccional apelado. 

En efecto, deben señalarse en concreto las partes de la sentencia judicial cuestionada que se consideran equivocadas, y tender a demostrar su ilegalidad, injusticia o arbitrariedad, así como el perjuicio cierto ocasionado al litigante (esta Sala, in re "Schnidrig, Aldo Raúl c/ GCBA s/ Amparo"; "Sturba, Griselda c/ GCBA s/ Amparo", entre otros antecedentes).

Con relación a su naturaleza jurídica, señalan Fenochietto-Arazi (Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, As­trea, Bs. As., 1993, tº 1, p. 939, § 1; con cita de Carnelutti, Sistema, III, p. 639) que la expresión de agravios " ...tiene la trascendencia de una demanda destinada a abrir la segunda instancia, pues sin expresión de agravios el tribunal se halla imposibilitado de entrar a verificar la justicia o injusticia del acto apelado ... sin ella en nuestra legislación no hay juicio de apelación". 

A su vez, los autores citados agregan que "...el contenido de la impugnación se relaciona con la carga que incumbe al apelante de motivar y fundar su queja...", añadiendo luego que "El contenido u objeto de la impugnación lo constituye la crítica precisa de cuáles son los errores que contiene la resolución; sea en la apreciación de los hechos o en la aplicación del derecho. Crítica razonada, que no se sustituye con una mera discrepancia, sino que implique el estudio de los razonamientos del juzgador, demostrando a la Cámara las equivocadas deducciones, inducciones y conjeturas sobre las distintas cuestiones resueltas" (op. cit., p. 940/1, § 2, "b").

A la luz de lo expuesto advierto que el agravio interpuesto por los actores no constituye una crítica concreta y razonada de la sentencia de grado, sino que solamente traduce un disenso con las conclusiones a las que arribara el magistrado de la anterior instancia, pero sin un desarrollo crítico que ponga en evidencia los aspectos del decisorio recurrido que considera equivocados.

En efecto, los recurrentes no rebaten los argumentos expuestos por la sentenciante relativos a los requisitos de validez y eficacia de las contrataciones administrativas, en particular, lo señalado sobre la incompetencia del funcionario para contratar. Asimismo, no refutan las consideraciones de la a quo sobre el sentido del silencio de la Administración como manifestación de voluntad. Al respecto, los demandantes no explican las razones por la cuales la invalidez de los contratos celebrados por un funcionario incompetente se subsana supuestamente por el silencio de la demandada sobre los contratos celebrados.  

Por lo expuesto, corresponde declarar desierto el presente agravio. 


VII. Segundo agravio: Enriquecimiento sin causa. 

Sobre esta cuestión, he tenido oportunidad de pronunciarme en las causas “Linser S.A.,C.I.S. c/ Gcba s/ Cobro de Pesos”, EXP 2398/0, sentencia del 06/09/2002 y   Exp. 2397/0, sentencia del 19 de julio de 2002; “Sulimp S.A. c/ Gcba y otros s/ Cobro de Pesos”, Exp. 1009/0, sentencia del 06/09/2002; “Farmed S.A. c/ Gcba s/ Cobro de Pesos”, EXP 4374/0, sentencia del 22/10/2007; “Beraldo Claudio Felipe c/ Gcba s/ Cobro de Pesos”, EXP 18344/0, sentencia del 08/04/2009; “, EXP 1008 /0, sentencia del 10/07/2009; “Menú S.A. c/ Gcba s/ Cobro de Pesos”, EXP 2269 /0, sentencia del 10/08/2011, entre otras. 


VII.1. En primer lugar, es necesario determinar si al momento de interponer la demanda el actor planteó como parte de su pretensión que la acción de cobro intentada encontraba fundamento ––al menos en forma subsidiaria–– en el instituto del enriquecimiento sin causa. 

Cabe recordar que el artículo 269 del CCAyT establece que la demanda debe contener la petición en términos claros y positivos. Por su parte, los artículos 145 y 147 del citado Código señalan que las decisiones de los jueces deben recaer exclusivamente sobre las pretensiones deducidas en el juicio. Así, el objeto de la demanda constituye un límite de naturaleza adjetiva para el juez, quien por aplicación del principio de congruencia no puede fallar sobre capítulos no propuestos a su conocimiento. 

Por otra parte, la acción de restitución —acción de in rem verso—, cuya titularidad corresponde a quien se ve perjudicado por el desplazamiento patrimonial incausado, procede ante la ausencia de otra causa o título. Por ello, reviste carácter excepcional y, en consecuencia, se ejerce en forma subsidiaria. 


Teniendo en cuenta las previsiones normativas antes citadas, surge del escrito de demanda que la accionante planteó la cuestión del enriquecimiento sin causa. Al respecto, los demandantes manifiestan que “esta demanda tiene como objetivo se declara judicialmente de legítimo abono el importe que fuera establecido oportunamente como retribución y honorario de nuestras prestaciones de orden contractual”, “resulta realmente injustificable se haya puesto en duda la prestación efectivamente realizada, que debe ser compensada, no sólo por haber existido y por cuanto fuera efectivizada, sino y en cuanto el no pago de las prestaciones implica un verdadero enriquecimiento sin causa de parte del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires”. Asimismo, sostienen que “al rechazarse definitivamente los pedidos de todos los actores – se refiere a los reclamos interpuestos en sede administrativa- con excepción de Macchi ….sólo resta la iniciación de este proceso, que se basa en el enriquecimiento sin causa por parte de la demandada”.


VII.2. De conformidad con lo expresado en el punto anterior, resulta de aplicación al caso lo señalado por la Corte Suprema en “Ingeniería Omega” (sentencia del 05-12-2000; T. 323 P. 3924.) en donde el Tribunal sostuvo que “los presupuestos de procedibilidad de la acción de enriquecimiento sin causa deben ser previstos al incoarse la demanda, así como también que la carga de su prueba corresponde a la actora”. 


VII.3. Por otra parte, cabe recordar que la demostración del quantum del menoscabo patrimonial constituye una cuestión fundamental en el marco de la acción in rem verso, toda vez que su prueba determina el límite de la reparación. Ello por un doble fundamento. Por un lado, porque no resulta admisible que la medida de la restitución sea la misma que si hubiese existido un contrato, sino que sólo tiende a indemnizar al particular el daño sufrido (empobrecimiento efectivo) (Alvarez Caperochipi, José, “El enriquecimiento sin causa en la jurisprudencia del Tribunal Supremo”, Revista de Derecho Privado, noviembre 1977, Madrid, pág. 184). Por el otro, en caso de que el monto de la restitución supere ese tope, la pretensión del accionante respecto del excedente carece de interés legítimo (Borda, Guillermo A., “Tratado de Derecho Civil”, Ed. Perrot, Tomo II, pág. 524).


En sentido concordante, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha expresado en el precedente antes citado que “la aplicación de los principios del enriquecimiento sin causa no es procedente (...) ya que no ha existido la indispensable invocación y prueba del empobrecimiento como condición de existencia del derecho a repetir” (CSJN, “Ingeniería Omega”, ya citado, considerando 11). A su vez, el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad ha sostenido que “la prueba del enriquecimiento de la Administración y del correlativo empobrecimiento de la actora constituye el presupuesto de la pretensión ... como tal no pueden diferirse a una etapa posterior (liquidación) pues resultan requisitos de la decisión y no tan sólo de la medida de una eventual condena” y que “no se trata de un problema de liquidación de daños, sino de acreditar los presupuestos de procedencia de la pretensión” (causa “Sanecar SACIFIA c/ GCBA s/ cobro de pesos s/ recurso de apelación ordinario”, sentencia del 05/11/2003, expte. 1860/02). 


VII.4. En este punto, cabe resaltar que este criterio de la Corte en lo referido a la acción del enriquecimiento sin causa ha sido reiterado y se mantiene incluso en su nueva integración. En efecto, con posterioridad al fallo “Ingeniería Omega” (sent. del 05/12/2000), la Corte se expidió en el mismo sentido en la causa “Cardiocorp SRL” (sentencias del 05/8/2003 y 27/12/2006). Así, en el pronunciamiento del 05/8/2003 la Corte revocó la resolución de la Sala D de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil que había hecho lugar a la demanda promovida por Cardiocorp por cobro de las facturas emitidas por la provisión de insumos de uso hospitalario, y ordenó dictar un nuevo decisorio con arreglo al criterio sentado en la causa “Ingeniería Omega”. Luego, en cumplimiento de ese mandato judicial, la Sala C desestimó la demanda de Cardiocorp pero ––no obstante–– ordenó a la Municipalidad de la Ciudad la restitución de los insumos oportunamente recibidos con base en el art. 1050, CC (sent. del 24/2/2004). Ello motivó la segunda intervención de la Corte en el caso a través del decisorio del 27/12/2006 que dejó sin efecto la sentencia de la Sala C. Para así resolver el Tribunal expresó que “en la medida en que en la demanda no se haya invocado cuál ha sido el costo de suministro, no es posible establecer la medida de la pérdida experimentada por el contratista”. A su vez agregó que “sólo puede considerarse que la comuna se ha enriquecido en lo que hace al valor objetivo que los productos suministrados tenían en el mercado, con exclusión de la ganancia estimada y de los gastos eventualmente realizados para obtenerla”. Por tal razón, con cita del precedente “Ingeniería Omega”, recordó que es “necesaria la invocación de los extremos imprescindibles para admitir la demanda con fundamento en el principio del enriquecimiento sin causa, tales como los precios efectivamente pagados por el proveedor para adquirir los productos revendidos, o los costos que tuvo en el cumplimiento de la contratación; que no surgen de las facturas presentadas”. Consecuentemente y con posterioridad, la Sala F rechazó la demanda pues “el Alto Tribunal encomienda dictar un nuevo pronunciamiento con arreglo a lo dispuesto en su sentencia, éste no puede ir más allá del rechazo de la demanda promovida” (sent. del 11/10/2007). 


La Corte ha vuelto a expedirse sobre la cuestión más recientemente en el caso  “Siper Aviación S.A.”, sentencia del 13/5/2008, y lo hizo en idéntico sentido que en el antecedente “Ingeniería Omega”. En efecto, en este nuevo fallo el Tribunal rechazó la demanda promovida contra la Provincia de Catamarca por cobro de facturas por trabajos realizados en aeronaves de propiedad provincial y venta de repuestos. Para así decidir, argumentó que la contratación invocada por la empresa actora era inválida y que no se acreditó el cumplimiento de los requisitos que tornan procedente la acción por enriquecimiento sin causa. En este sentido, destacó que la accionante no había “invocado ni demostrado el empobrecimiento como condición de existencia del derecho a repetir con fundamento en los principios del enriquecimiento sin causa”. 


En igual sentido, se pronunció el Alto Tribunal en la causa “Técnica de Investigaciones y Servicios de Luis A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires”, sentencia del 5 de mayo de 2009.


Finalmente, en términos más recientes, la Corte volvió a resolver la cuestión continuando con el criterio sentado en “Ingeniería Omega” en los autos “Lix Klett S.A.I.A. (s/quiebra) c. Biblioteca Nacional - Sec. de Cultura de la Nación s/ cobro de sumas de dinero”, sentencia del 31/07/2012.. Allí, sostuvo que “la aplicación de los principios del enriquecimiento sin causa no es procedente en el sub examine, toda vez que ello importaría una grave violación al principio de congruencia, puesto que la actora fundó su demanda de “cobro de pesos” en el supuesto incumplimiento contractual, y no en la institución citada. En este sentido, cabe recordar que esta Corte ha resuelto que los presupuestos de procedibilidad de la acción de enriquecimiento sin causa deben ser previstos al incoarse la demanda, así como también que la carga de su prueba corresponde a la actora, circunstancias que no acontecieron en la causa (arts. 163, inc. 6, 330 y 337, segunda parte, el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, Fallos: 292:97)”.

A su vez, el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad ha sostenido que “para que resulte admisible el reclamo sobre la base del enriquecimiento sin causa de la Administración, el actor debe demandar con fundamento en esa causal de reparación (cf. Fallos: 323:3924)” (causa “Sanecar SACIFIA c/ GCBA s/ cobro de pesos s/ recurso de apelación ordinario”, sentencia del 05/11/2003, expte. 1860/02).


VII.5. Lo hasta aquí expuesto me lleva a concluir que la procedencia de la acción con fundamento en el principio del enriquecimiento sin causa se encuentra condicionada por el cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) su oportuna invocación al momento de interponer demanda y (ii) la prueba de las bases para el cálculo del empobrecimiento sufrido. 


Sin embargo, cabe recordar que en ciertos casos tramitados ante este tribunal, la determinación del quantum del empobrecimiento fue diferido a la etapa de ejecución de sentencia, por así haberlo consentido las partes (“Sulimp” (expte. exp. 1009) y “Eglis” (expte. exp. Nº 4592).



El contraste entre ambos casos, esto es, el diferimiento o no de la fijación del quantum, crea situaciones desigualitarias por cuestiones meramente formales, más allá de la diligencia o no de las partes en el marco del proceso. Tal circunstancia exige rever las directrices anteriores y abandonar criterios meramente formalistas y rigurosos que, a la luz de los casos ya resueltos y su contraste, vulneran derechos y garantías de rango constitucional. 


VII.6. Así, en el marco de un análisis que creemos más profundo y equitativo, respetando las garantías y derechos de las partes y evitando contradicciones insalvables, es necesario definir cuáles son los estándares que deben ser acreditados necesariamente en el proceso principal y qué otros aspectos por su carácter secundario o contingente pueden ser diferidos al trámite de ejecución de las sentencias. 

  
En tal sentido, en el marco del proceso principal deben alegarse y probarse necesariamente los siguientes extremos esenciales (bases): a) la prestación del servicio en términos ciertos y efectivos y, además, b) el período en el que se realizó dicha prestación. Estos presupuestos son inescindibles de la pretensión principal porque constituyen su propio objeto. A su vez, el quantum puede sí ser objeto puntualmente del trámite posterior sobre ejecución del decisorio conforme los parámetros descriptos anteriormente que deben ser debatidos y acreditados en el proceso principal.


En este contexto, y en el marco que hemos propuesto, no debe olvidarse que la inexistencia del contrato se debe al obrar negligente o, en su caso, culposo del propio Estado, sin perjuicio –claro- de la conductas negligentes o, quizás, culposas de los contratantes. En tal caso, no cabe que ninguna de las partes se favorezca por tales conductas u omisiones, ni siquiera por cuestiones formales que pueden ser salvadas sin vulnerar principios o reglas jurídicamente relevantes.   


Si bien es cierto que el actor no puede beneficiarse por el incumplimiento del bloque normativo y, en particular, por la alteración o violación de los principios y reglas básicas de los procedimientos de contratación estatal, también es igualmente irrazonable que el Estado pueda beneficiarse por ese mismo incumplimiento no restituyendo las prestaciones. Es más, el Estado en ningún caso puede excusarse en el incumplimiento de tales reglas, salvo el supuesto de dolo del contratante.   


Finalmente cabe aclarar, por razones obvias, que el quantum del perjuicio (empobrecimiento/enriquecimiento) debe probarse necesariamente en el proceso principal cuando quien acciona por enriquecimiento sin causa ha recibido pagos parciales por el demandado toda vez que, en tal supuesto, el único extremo que resta probar es justamente la cuantía del empobrecimiento. 


VII.7. Puntualmente, en el marco del presente caso, cabe preguntarse si los actores acreditaron los presupuestos de procedencia de la acción.

Pues bien, al interponer la demanda por cobro de pesos la parte actora solicitó -como ya dijimos anteriormente- la aplicación del principio del enriquecimiento sin causa por parte del GCBA (ver fs. 5 vta. y 8). Así las cosas, corresponde —entonces— analizar si se encuentra acreditado en autos el segundo de los presupuestos de procedencia de la acción de restitución mencionado, esto es, las bases del menoscabo patrimonial.

De las constancias obrantes en el expediente surge que el Director Ejecutivo del Teatro Colón suscribió contratos de locación de servicios con los actores - a excepción del Ing. Macchi y Del Vecchio –con un plazo de dos meses de duración (noviembre y diciembre de 2000) para trabajar en el Proyecto de Modernización Escénica del Teatro Colón. A su vez dictó la disposición 370-TC-2000 mediante la cual designó a Sambataro como Director Ejecutivo del Proyecto de Reforma Edilicia  y a Del Vecchio como Gerente de Gestión Técnico Administrativa del Proyecto. Por otra parte, se encuentra agregada la nota TC-2001 suscripta por Sambataro y Del Vecchio en la que acompañan copia de los trabajos realizados hasta ese momento. Además, los testigos declararon que los actores trabajaron en el proyecto hasta mediados de 2001. Asimismo, está acreditado que los contratos de los coactores Santi e Hygonenq fueron aprobados y abonados los servicios prestados por los meses de noviembre y diciembre de 2000.


VII.8. Ahora bien, es preciso destacar que los demandantes conformaban el equipo de trabajo en el marco del Proyecto de Reforma Escénica del Teatro Colón. Ello surge de la prueba testimonial rendida en autos. 


A su vez, el hecho de que dos de sus integrantes celebraran contratos en debida forma para prestar servicios  por los meses de noviembre y diciembre de 2000 y percibieran los honorarios convenidos, sumado a las declaraciones testimoniales producidas, permiten tener por acreditada la efectiva prestación de los servicios de los actores por los meses de noviembre y diciembre de 2000. 

Entonces, comprobada la efectiva prestación de servicios durante un plazo determinado, resta analizar el quantum del empobrecimiento.  Al respecto, cabe señalar que en el expediente no obran constancias de pago por los trabajos realizados por los demandantes a excepción del efectuado a los coactores Santi e Hygonenq. Por ello, se configuran los requisitos de procedencia de la acción de enriquecimiento sin causa sólo respecto de los coactores Sambataro, Del Vecchio y Macchi.


Por lo expuesto, corresponde diferir para la etapa de la ejecución de sentencia la determinación de la medida del menoscabo patrimonial, concepto que -vale reiterar- excluye el pago del lucro cesante que, en su caso, corresponde a las prestaciones en cuestión. 

VIII. Cuando la sentencia de Cámara es revocatoria o modificatoria de la de primera instancia el Tribunal debe adecuar la decisión en materia de honorarios, conforme el contenido de su pronunciamiento, aunque no hayan sido motivo de apelación (art. 249, CCAyT). Ello así pues, en tales supuestos, la revocación o modificación de la sentencia de primer grado conlleva a efectuar la regulación (arts. 6, 7, y cctes., ley 21.839, modificada por la ley 24.432), de manera tal que los recursos eventualmente interpuestos contra esos aspectos accesorios de la decisión revocada o modificada pierden actualidad. Por tal motivo, no corresponde tratar los recursos en materia de honorarios.


IX. Por las consideraciones que anteceden, propongo al acuerdo que, en caso de compartirse este voto, se haga lugar parcialmente al recurso de apelación interpuesto respecto de los coactores Sambataro, Del Vecchio y Machi y se revoque la sentencia de grado en cuanto rechaza la acción de enriquecimiento sin causa en relación con éstos. En consecuencia, se abone a los demandantes citados las sumas de dinero que se establezcan en la etapa de ejecución de sentencia por los trabajos realizados en los meses de noviembre y diciembre de 2000. Asimismo, se propone se confirme la sentencia de primera instancia respecto de los coactores Santi e Hygonenq .


En cuanto a las costas, dadas las particularidades del caso, corresponde sean impuestas en ambas instancias en el orden causado –art. 62, 2do párr. CCAyT.-. 
           
 A la cuestión planteada, la jueza Mariana Díaz dijo:


I. Los antecedentes relevantes de la causa han quedado adecuadamente relatados en los considerandos I a IV del voto de mi colega preopinante y a ellos me remito. 


II. Coincido con el mencionado voto cuando propicia declarar desierto el recurso destinado a cuestionar la sentencia en cuanto rechazó la pretensión de pago con apoyo en el vínculo contractual invocado por los accionantes.


Al respecto, entiendo oportuno señalar que en el escrito de expresión de agravios obrante a fs. 474/478, los actores se limitaron a expresar su discrepancia con la sentencia de grado sin lograr rebatir que las normas invocadas por la a quo justifican el rechazo aludido. En tal sentido, soslayan que los proyectos de contratación en juego fueron expresamente desestimados mediante la disposición Nº117/TC/02 (v. fs. 43/44 del oficio judicial Nº6689-PG-04 reservado a fs. 203), que no fue impugnada en estas actuaciones. 


En tanto la crítica formulada omite indicar cuál sería el desacierto del decisorio atacado y por qué, pese a la falta de ratificación aludida, podría hablarse de obligaciones contractuales incumplidas, el recurso de apelación en este punto queda desierto.


III. También coincido con el juez Carlos Balbín en cuanto a que la obligación pretendida fue subsidiariamente reclamada con apoyo en la teoría del enriquecimiento sin causa. En efecto, los actores sostuvieron que “el no pago de las prestaciones implica un verdadero enriquecimiento sin causa de parte del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires” (cfr. fs. 4 vta.). Asimismo, reiteraron tal petición, al indicar que el presente proceso “se basa en el principio del enriquecimiento sin causa” (cfr. fs. 8).



En virtud de ello, comparto en lo sustancial el desarrollo formulado por mi colega preopinante en los puntos VII.2, VII.3 y VII.4. 

IV. Establecido lo anterior, corresponde determinar si se cumplen los recaudos necesarios a fin de que proceda la acción de restitución en juego. Tales requisitos, conforme se encuentra pacíficamente establecido exigen que exista: (i) empobrecimiento del demandante;
(ii) enriquecimiento -sin causa lícita- del demandado;
(iii) relación causal entre el empobrecimiento y el enriquecimiento; (iv) ausencia de causa válida; y, finalmente, (v) que no exista otra acción tendiente a satisfacer el reclamo del demandante (cfr. TSJ en “Sanecar SACIFIA c/ GCBA s/ cobro de pesos s/ recurso de apelación ordinario”, expte. Nº1.860/02, sentencia del 5 de noviembre de 2003).


Además, vale destacar que la parte que reclama debe probar la cuantía del empobrecimiento. Ello así, “[l]a prueba del enriquecimiento de la Administración y del correlativo empobrecimiento de la actora constituye el presupuesto de la pretensión analizada, como tal no pueden diferirse a una etapa posterior (liquidación) pues resultan requisitos de la decisión y no tan sólo de la medida de una eventual condena” (cfr. “Sanecar” ya citado).


V. Dicho lo anterior, adviértase que de las notas Nº9498/TC/00, Nº9856/TC/00 y Nº9999/TC/00, obrantes a fs. 21/22, 25 y 26/27, respectivamente, enviadas al subsecretario de acción cultural, surge que: se requería la concreción del proyecto de reforma en el menor tiempo posible; se empezaron a tomar medidas para no incurrir en demoras en los trabajos a desarrollar; y, por último, se informó que los profesionales designados -confirmados posteriormente por la disposición Nº370/TC/2000- contarían con la colaboración de personal auxiliar.


En tal sentido, en la mencionada disposición Nº370/TC/2000 (v. fs. 23/24) se conformó el equipo del proyecto de reforma; al Sr. Alfio Sambataro se lo designó Director del Proyecto y al Sr. Claudio Del Vecchio Gerente de Gestión Técnico Administrativa.


Por otro lado, de las constancias agregadas a fs. 36, 37, 39 y 40, también surge que los restantes actores se desempeñaron en el mencionado proyecto, circunstancia que apreciada conjuntamente con la prueba testimonial rendida en la causa a fs. 265/266 vta., 268/268 vta., 336/336 vta. y 385/385 vta., conduce a estimar que prestaron sus servicios en el marco del proyecto de reforma del Teatro Colón.


Más aún, de la nota Nº1244/TC/2001 (v. fs. 30/34), surge que se comenzó con los trabajos para el referido proyecto el 1º de noviembre de 2000 y que, al mes de febrero de 2001, se había avanzando en los trabajos encomendados.


En suma, con lo hasta aquí expuesto corresponde dar por acreditado que los actores se desempeñaron en el Proyecto de Modificación Escénica del Teatro Colón y que existió principio de ejecución del plan y, por tanto, que ellos aportaron su fuerza de trabajo en provecho del demandado.


VI. Sin embargo, lo anterior sería insuficiente para admitir el progreso de la demanda si la prueba rendida en la causa no resultara idónea para acreditar la cuantía del  empobrecimiento sufrido y el efectivo enriquecimiento del GCBA.


En cuanto a lo primero, de las constancias de autos surge que el avance del proyecto generó erogaciones, pero también quedó probado que tales gastos, en su totalidad, fueron afrontados por las autoridades del Teatro Colón o por el GCBA. 


En tal sentido, se alquiló un inmueble sito en Avenida Corrientes al 542/44, unidad A, piso 7º, de esta ciudad, como sede del proyecto de reforma, firmando el respectivo contrato de locación el actor Del Vecchio. Empero, no se desprende de la prueba rendida en estas actuaciones, ni de lo manifestado por los actores en su escrito de demanda, que estos hayan tenido que hacerse cargo del precio pactado por dicha locación.


Asimismo, en la mencionada sede del proyecto se instalaron tres líneas telefónicas, habilitadas bajo la titularidad del GCBA. En virtud de ello, cualquier gasto efectuado por su mantenimiento y utilización, tampoco fue satisfecho por los actores conforme surge de lo informado a fs. 263.


Dentro del conjunto de actos iniciales, también se confeccionaron tarjetas personales para los actores Sambataro y Del Vecchio y, además, se compraron artículos de librería. En este sentido, nuevamente, conforme lo manifestado por los actores en su escrito de inicio, el monto de dicha erogación fue solicitada al entonces Director General Ejecutivo del Teatro Colón (v. fs. 3).


En rigor, los gastos que pudo irrogar el avance inicial del proyecto, conforme surge de los dichos de los propios accionantes y de la prueba producida, no fueron afrontados por ellos. A mayor abundamiento, adviértase que a fs. 2 vta., manifestaron recibir una suma de dinero que fue utilizada para “la instalación y funcionamiento” del proyecto de reforma y para la “compra de materiales e insumos”. Ello así, las constancias obrantes a fs. 17, 19 y 20, dan cuenta de que el equipo del proyecto de reforma recibió de la Fundación del Teatro Colón el dinero para hacer frente a las diversas obligaciones anteriormente aludidas.

VII. En cambio, las pruebas rendidas sí acreditan que los actores trabajaron en el proyecto de reforma escénica del Teatro Colón y que su desempeño no puede presumirse gratuito (art. 1627 CC). Sin perjuicio de ello, para poder determinar cuáles son las consecuencias atribuibles al hecho mencionado, corresponde establecer si puede darse por probado que el demandado se enriqueció a partir de las tareas realizadas por los demandantes.

En tal sentido, la evaluación del informe obrante a fs. 30/34 que da cuenta del resultado logrado durante la ejecución del proyecto demuestra que las tareas realizadas consistieron en auditar las instalaciones y en algún caso abarcaron la propuesta de los cambios pertinentes. Aunque pudiera sostenerse que la mera puesta a disposición de los datos no es concluyente para acreditar su efectivo aprovechamiento y, consecuentemente, el ahorro que habría significado para el demandado su utilización sin haber pagado por el servicio prestado, hay un dato que valorado en conjunto con el resto de los extremos mencionados resulta suficiente para generar convicción en torno al enriquecimiento del demandado. Concretamente, tal como indica el juez Carlos Balbín en su voto, los proyectos de contrato de los actores Hygonenq y Santi fueron ratificados y se les abonó los honorarios pactados por la labor desarrollada en noviembre y diciembre de 2000 (v. fs. 267/267 vta., 271/272 vta., 282/282 vta. y 289/290 vta. del oficio judicial Nº6689-PG-04). El significado relevante de tal ratificación consiste, por un lado, en demostrar que el demandado reconoció la existencia del proyecto así como su utilidad pues se abonaron tareas que el propio demandado identificó como parte del “Proyecto de Modernización Escénica” (v. fs. 106/106 vta. y 157/157 vta. de estos obrados y fs. 267/267 vta. y 282/282 vta. del oficio judicial Nº6689-PG-04). Por otro, como el reconocimiento en cuestión se refiere a dos de los profesionales y el proyecto implicaba un trabajo en conjunto es dable concluir que los contratados en su carácter de proyectista y dibujante trabajaron bajo la dirección del arquitecto Sambataro que propuso su designación y tenía como función coordinar las actividades del grupo (v. fs. 22 y 40 de las presentes actuaciones y  fs. 135/136 del oficio judicial Nº6689-PG-04). Así entonces, para los períodos abonados a los Sres. Hygonenq y Santi, esto es desde el 15 de noviembre al 31 de diciembre de 2000, corresponde tener por reconocido el aprovechamiento de los trabajos realizados. Más allá de tal margen, el reclamo, según las pruebas bajo estudio, carece de sustento.


Esta conclusión, sin embargo, no resulta aplicable al actor Macchi pues la prueba rendida en la causa, constituye suficiente respaldo para sostener que no se desempeñó en el proyecto de reforma durante los meses de noviembre y diciembre de 2000. Ello así, obran en autos insoslayables elementos de prueba que reflejan que el actor recién comenzó a prestar sus servicios en el año 2001 (v. fs. 131, 150 y 155 de estas actuaciones y  fs. 67, 108 y 135/136 del oficio judicial Nº6689-PG-04).


VIII. Al quedar acreditado los presupuestos de procedencia del reclamo en concepto de enriquecimiento sin causa en relación con los trabajos realizados por los actores Sambataro y Del Vecchio resta determinar el importe de la condena por los servicios brindados y no abonados. 


   A ese respecto, no puede dejar de valorarse las previsiones del art. 1627 del CC, según el cual “[e]l que hiciere algún trabajo, o prestare algún servicio a otro, puede demandar el precio, aunque ningún precio se hubiese ajustado, siempre que tal servicio o trabajo sea de su profesión o modo de vivir. En tal caso, entiéndese que ajustaron el precio de costumbre para ser determinado por árbitros”. Ello así, bajo las particulares circunstancias de autos y conforme la perspectiva aludida por el juez Carlos Balbín en el considerando VII.6 de su voto, así como lo resuelto en el precedente “Peña” ya citado, corresponde tomar el “precio de costumbre” a fin de cuantificar el enriquecimiento del demandado pues ese valor, correlativamente, representa el empobrecimiento de los accionantes que dejaron de percibir honorarios mientras prestaron servicios al demandado.


A su vez, en tanto los valores consignados en los proyectos de contratación no quedaron cuestionados y para que, en lo pertinente, guarden proporción, con aquellos otros que fueron ratificados y abonados a los actores Hygonenq y Santi, corresponde reducir la suma que surge de los proyectos de contratos de los actores Sambataro y Del Vecchio en un veinticinco por ciento conforme el período por el que progresa la demanda (15/11/2000 al 31/12/2000). De este modo, se logran conciliar los requisitos de procedencia de la acción de enriquecimiento sin causa con las pautas establecidas en el art. 1627 del CC a fin de que la condena se ajuste a los extremos que las partes lograron probar en estas actuaciones.


En virtud de lo expuesto, corresponde acotar la procedencia del total reclamado a las siguientes sumas: siete mil cincuenta pesos ($7.050) al Sr. Sambataro y seis mil seiscientos pesos ($6.600) al Sr. Del Vecchio, lo que sería equivalente -en ambos casos- al período por ellos trabajado desde el 15 de noviembre al 31 de diciembre de 2000.


IX. Con relación a la tasa de interés aplicable, corresponde remitirse a la doctrina legal adoptada en fallo plenario en los autos caratulados “Eiben Francisco c/ GCBA s/ empleo público (no cesantía ni exoneración)” expte. Nº30.370/0, del día 31/05/2013.


X. Cuando la sentencia de Cámara es revocatoria o modificatoria de la de primera instancia el Tribunal debe adecuar la decisión en materia de honorarios, conforme el contenido de su pronunciamiento, aunque no hayan sido motivo de apelación (art. 249, CCAyT). Ello así pues, en tales supuestos, la revocación o modificación de la sentencia de primer grado conlleva a efectuar la regulación (arts. 6, 7, y cctes., ley 21.839, modificada por la ley 24.432), de manera tal que los recursos eventualmente interpuestos contra esos aspectos accesorios de la decisión revocada o modificada pierden actualidad. Por tal motivo, no corresponde tratar los recursos en materia de honorarios.

XI. En cuanto a las costas del proceso, en atención a las particularidades del caso, corresponde imponerlas en el orden causado (cfr. art. 62, 2º párrafo del CCAyT).


Por los fundamentos allí expuestos, la jueza Inés M Weinberg adhiere al voto de la jueza Mariana Díaz. 


En mérito a las consideraciones vertidas, jurisprudencia citada y normas legales aplicables al caso, y habiendo dictaminado la Sra. Fiscal de Cámara, el Tribunal RESUELVE: hacer lugar parcialmente al recurso de apelación interpuesto respecto de los coactores Sambataro y Del Vecchio y, en consecuencia: a) se revoque la sentencia de grado en cuanto rechaza la acción de enriquecimiento sin causa en relación con éstos; b) se abone a los demandantes citados las sumas establecidas en el considerando VIII del voto de la jueza Mariana Díaz; c) se confirme la sentencia de primera instancia respecto de los coactores Macchi, Santi e Hygonenq; y d) se impongan las costas de ambas instancias en el orden causado (art. 62, 2º párrafo del CCAyT).

 Regístrese. Notifíquese. Oportunamente, devuélvase.
Carlos F. Balbín



  Mariana Díaz

                            Juez de Cámara



     Jueza de Cámara

    Inés M. Weinberg

                 Jueza de Cámara
